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1ª ¿Ha sido bien concedido el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto? En caso afirmativo: 2ª ¿Es fundado?

1ª cuestión.— El doctor Pettigiani dijo:

De manera constante esta Suprema Corte ha resuelto que, en tanto la decisión de la instancia no ingrese en el conocimiento de la causa de la obligación u otros supuestos excepcionales (vgr. prescripción), las decisiones recaídas en el procedimiento de apremio establecido por el dec. ley 9122 no revisten carácter de definitivas en los términos de los arts. 278 y 296 del Código Procesal Civil y Comercial, ya que nada impide al recurrente el eventual ejercicio de la facultad que le otorga el art. 551 del Código citado respecto de la causa de la obligación (conf. Ac. 33.609, resol. del 25-IX-1984; Ac. 34.378, resol. del 5-III-1985; Ac. 36.406, resol. del 29-IV-1986; Ac. 40.036, resol. del 8-III-1988; Ac. 43.647, resol. del 3-X-1989; Ac. 52.286, resol. del 9-II-1993; Ac. 52.955, resol. del 11-V-1993; Ac. 62.294, resol. del 5-III-1996; Ac. 60.567, resol. del 26-III-1996; Ac. 64.071, resol. del 27-VIII-1996; Ac. 64.667, resol. del 29-X-1996; Ac. 66.803, resol. del 27-V-1997; Ac. 68.373, resol. del 23-IX-1997; Ac. 69.903, resol. del 10-III-1998; Ac. 73.439, sent. del 26-X-1999; Ac. 76.808 y Ac. 76.884, resol. del 2-II-2000; Ac. 84.050, sent. del 22-III-2006).

En cambio, una decisión en materia de prescripción, como la cuestionada en autos, en la medida que no tolera revisión ulterior, constituye una excepción al principio que rige la materia (Ac. 56.355, sent. del 19-XII-1995 en "Acuerdos y Sentencias", 1995-IV-699; Ac. 63.320, resol. del 3-IX-1996; Ac. 86.695, resol. del 30-IV-2003; Ac. 84.050, sent. del 22-III-2006).

Por tanto, considero que el recurso ha sido correctamente concedido.

Voto por la afirmativa.

Los doctores Negri, Kogan, Soria e Hitters por los fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la primera cuestión también por la afirmativa.

El doctor Genoud dijo:

Adhiero a los fundamentos expuestos por los señores jueces preopinantes.

Voto por la afirmativa.

2ª cuestión.— El doctor Pettigiani dijo:

I. a. De las constancias de causa surge, en lo que interesa a la resolución del recurso extraordinario interpuesto, que notificada personalmente del decisorio que ordenó el libramiento del mandamiento de pago y decretó la inhibición general de bienes (fs. 26), la parte demandada contestó la acción y opuso excepciones a su progreso (ver presentaciones del Presidente de la sociedad y de los codemandados en su condición de miembros del Directorio, a fs. 56/63 y 77/82, respectivamente). La excepción de prescripción se fundó en lo dispuesto por el art. 4027 inc. 3° del Código Civil y su doctrina, que establece un plazo de cinco años, y la de inhabilidad de título, en el cuestionamiento de la aplicación de índices de liquidación de intereses sobre la base de los arts. 75 y 86 del Código Fiscal, que consideró abusivos y confiscatorios. Planteó la inconstitucionalidad de las normas del Código Fiscal relativas a la prescripción (arts. 119, t.o. 1996 y 1999; 132, t.o. 2004; 158, t.o. 2011, en su totalidad y específicamente, arts. 131 y 132, t.o. 2004; 157 y 158, t.o. 2011) y a la aplicación de intereses (arts. 75, 75 bis y 83, t.o. 1999; 86, 87 y 95, t.o. 2004; 96, 97 y 98, t.o. 2011), como así también la falta de legitimación pasiva de los integrantes de los órganos de administración de la sociedad.

b. Al contestar el traslado de las excepciones opuestas, el Fisco describió brevemente el trámite administrativo sustanciado y afirmó que "... los períodos reclamados no estaban prescriptos, ya que conforme el art. 133 inc. 3 del Código Fiscal, el plazo de cinco años de prescripción liberatoria, citado por la ejecutada se encontraba, durante el proceso administrativo citado, suspendido." (fs. 64/67 y 85/90).

c. El juez de grado, en su fallo de fs. 91/95, rechazó la excepción de prescripción opuesta por la firma accionada respecto de las obligaciones fiscales correspondientes a los años 1994 a 1998, y mandó llevar adelante la ejecución. Para así decidir, con cita de doctrina de esta Corte relativa a los recaudos de fundamentación de todo pedido de declaración de inconstitucionalidad de normas, declinó el tratamiento de lo referente al Título XIII del Código Fiscal (t.o. 2004; Título XIV, t.o. 2011) efectuado por los demandados. Luego expresó que siguiendo la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el precedente "Filcrosa" invocado por la demandada, el plazo de prescripción aplicable sería el de cinco años previsto en el art. 4027 inc. 3° del Código Civil. Refirió que el aludido cuerpo legal no contempla como causal de suspensión del cómputo del plazo de prescripción el inicio de las actuaciones administrativas, no obstante lo cual, acudió al art. 3980 del Código Civil para sostener que la interposición de recursos administrativos por los demandados impidieron el ejercicio de la acción compulsiva de cobro. Consideró que la deducción de la acción dentro de los tres meses de haber transcurrido el plazo invocado por la demandada contado desde la resolución determinativa de la deuda (28-XII-2004) fue oportuna (fs. 11/19).

d. Contra tal pronunciamiento la parte demandada dedujo recurso de apelación (fs. 103/108). Sostuvo que el plazo de prescripción comienza a correr el 1° de enero del año siguiente a aquél en que se devengaron las obligaciones fiscales reclamadas, conforme lo establece el art. 120 del Código Fiscal (t.o. 1996). Luego, sostuvo la interpretación armónica del citado precepto con el art. 118 del mismo cuerpo legal, y afirmó que las obligaciones nacidas durante el año 1995 prescribieron en el año 2001, las obligaciones nacidas durante el año 1996, prescribieron en el año 2002, y así sucesivamente.

También expresó que, en tanto por el art. 13 del Código Fiscal podía solicitar en cualquier momento embargo preventivo o medida cautelar, el Fisco no tenía limitación alguna para accionar en resguardo del crédito, y aseveró que la prescripción sólo se interrumpe con la promoción del juicio de apremio o cualquier otro acto judicial tendiente a obtener el cobro de lo adeudado.

Concluyó que era erróneo tomar como punto de partida del cómputo del plazo de prescripción la notificación de la resolución del Tribunal Fiscal (27-V-2004), resultando inaplicable el art. 3980 del Código Civil.

II. La Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata —voto del doctor Spacarotel que constituyó la mayoría de fundamentos—, hizo lugar al recurso de apelación deducido por la firma demandada y acogió la excepción de prescripción en relación a todos los créditos fiscales reclamados (fs. 118/124).

En ese orden, circunscribió la cuestión litigiosa a la interpretación asignada por el juez de primera instancia a los supuestos de suspensión y/o interrupción a los que aluden los arts. 3980 y 3986 del Código Civil, y consideró que esta Suprema Corte, por mayoría, había receptado la doctrina sentada en el precedente "Filcrosa" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en favor de la preeminencia del plazo de prescripción liberatoria de 5 (cinco) años establecido en el art. 4027 inc. 3 del Código Civil, aplicable en materia tributaria local, por sobre cualquier otra disposición normativa de carácter provincial o municipal, particularmente el art. 119 del Código Fiscal (t.o. 2004; art. 158, t.o. 2011). De allí sostuvo que "Los antecedentes descriptos, proveen un nuevo giro a la cuestión en ciernes, no ya sólo desde la aquiescencia del plazo prescriptivo de cinco (5) [años] contenido en el artículo 4027, inc. 3, del Código Civil, sino que proyecta su exégesis a todo el sistema de prescripción, (incluidos los supuestos de suspensión y/o interrupción), asignándole preeminencia a la legislación de fondo en la materia tributaria".

Afirmó que resultaba indudable que el art. 3986 del Código Civil permitía suspender el curso de la prescripción liberatoria, por una sola vez, luego de efectuada fehacientemente la interpelación administrativa. Suceso que, en la especie, se produjo con el dictado de la resolución administrativa de fecha 28-XII-1999 (fs. 317/320, expte. adm. 2306-390208/98), notificada el 30-XII-1999, que determinó de oficio las obligaciones tributarias correspondientes a los ejercicios fiscales 1994-1997 y contra la que se interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal el día 25-IV-2000 (fs. 379/383, expte. adm. cit.). Resuelto este último mediante sentencia de fecha 17-V-2004 (fs. 437/439, expte. adm.), notificada el día 27-V-2004 (fs. 443, expte. adm.), el acreedor, destaca el a quo, sólo tenía tres meses para promover la acción, conforme lo dispuesto por el art. 3986 del Código Civil.

Luego, enfatizó, no existía, al amparo de las reglas del Código Civil, otra causal de suspensión que extendiera los plazos de la prescripción a los que refiere la legislación de fondo.

Por tal motivo, juzgó que existía error en el pronunciamiento apelado por haber aplicado un nuevo plazo de suspensión anual violando las pautas del art. 3986 del Código Civil.

En consecuencia, declaró que los créditos consignados en la determinación de oficio relativa a los períodos fiscales 1994-1997, quedaron alcanzados el 17-VIII-2004 por el plazo de prescripción previsto en el art. 3980 del Código Civil. En relación al reclamo tributario correspondiente al período fiscal 1998, señaló que el plazo de prescripción comenzó a correr en el mes de enero del año 1999 (art. 133 del Código Fiscal, t.o. 2004; 159, t.o. 2011), pues, al sumársele el tiempo de suspensión, su exigibilidad se extendió hasta el mes de enero del año 2000, y la prescripción operó en el mes de enero del año 2005, congruentemente con lo normado por el art. 4027 inc. 3 del Código Civil.

Aclaró que, estando incluido el reclamo en la decisión administrativa que fue objeto de recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación, y si bien su interposición suspendió la obligación de pago, a favor del deudor (art. 106 del Código Fiscal, t.o. 2004; 117, t.o. 2011), dictada la sentencia del Tribunal Fiscal de Apelación (el 17-V-2004), el crédito estuvo expedito, sin obstáculos para su percepción y ejecución, no quedando alcanzado por la dispensa contenida en el art. 3986 del Código Civil hasta el mes de enero de 2005.

Concluyó que, la interposición de la acción una vez agotado el plazo de prescripción, liberó al deudor de la obligación de pago, por haberse tornado inexigible judicialmente la deuda reclamada.

III. Contra el mentado pronunciamiento el Fisco de la Provincia de Buenos Aires interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley y doctrina legal.

a. Sostuvo el recurrente que la Cámara aplicó erróneamente normas de derecho privado cuando no correspondía hacerlo. En particular, los arts. 3980, 3986, 4027 inc. 3 del Código Civil.

Esgrimió que no puede sostenerse como doctrina vinculante la acuñada en el caso "Filcrosa" relativa a la preeminencia de las pautas del Código Civil respecto del Código Fiscal en punto a los plazos de prescripción de los tributos locales.

Propuso una nueva lectura de esta cuestión, lo que supone la armonización de ambos regímenes, de modo que se reserven las normas del derecho tributario local para su específico campo de acción, y las reglas del derecho de fondo para las relaciones jurídicas ajenas a la materia impositiva.

Sugirió seguir la pauta hermenéutica sentada también por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso "Barreto" que, en el considerando 12 del fallo, alude a las causas judiciales donde se invoquen disposiciones contenidas en el Código Civil, indicando que si bien esas reglas constituyen principios generales del derecho, deben ser interpretadas "teniendo en cuenta el origen y naturaleza de la relación jurídica de que se trate".

Ello importa, continuó, tanto como afirmar que frente a regímenes especiales como es el tributario, de clara incumbencia local, el instituto de la prescripción del Código Civil debe adecuarse a estas particularidades y, en concreto, quedar reservado como régimen general de las relaciones jurídicas ajenas a la potestad tributaria de la Provincia que, como ente autónomo, regula tanto la creación como la extinción de los tributos propios, sin perjuicio de que se apliquen por analogía —y en lo no contemplado— "normas de derecho privado o principios generales del derecho" (referencia hecha en el consid. 13 de la mencionada causa "Barreto").

Alegó también que las normas del Código Fiscal relativas al régimen de prescripción de los créditos tributarios —arts. 131, 132, 133, 134 y 135 del Código Fiscal, t.o. 2004; 157 a 161, t.o. 2011— son claras y autosuficientes, y las de derecho privado, conforme lo reglado en el art. 6 del código citado, son de aplicación subsidiaria en la materia.

b. Descalificó la fuerza vinculante del precedente "Filcrosa" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y pretendió la aplicación de un plazo decenal de prescripción.

Abonó su afirmación al señalar, de un lado, que el cambio de integración del alto Tribunal ha determinado, en la actualidad, la ausencia de cinco de los seis magistrados que dieron lugar a la doctrina señalada y la permanencia de dos jueces que se expidieron en disidencia. De otro, que en los criterios expuestos en fallos emitidos con la conformación actual se observa, en materia tributaria, un especial celo en la preservación de las potestades recaudatorias de los estados involucrados. 

Sostiene que, la indicación del punto de partida de los plazos de prescripción de impuestos locales por las autoridades legislativas provinciales, no se opone —atento a la naturaleza de la obligación y el inicio del año fiscal— a la supremacía que el art. 31 de la Constitución nacional confiere a las leyes de la Nación, ni vulnera ninguna de las garantías que reconoce la Constitución. Por el contrario, insiste, son facultades ejercidas por la Provincia en la parte de poder que se ha reservado. 

c. Denunció violación de la doctrina legal de este Tribunal sentada en la causa Ac. 81.520, sent. del 5-XI-2003.

Invocó jurisprudencia de otros órganos jurisdiccionales y la opinión de algunos autores.

IV. El recurso no puede prosperar.

1. Liminarmente, advierto que la pretensión del impugnante dirigida a obtener la aplicación de un plazo de prescripción de diez años en materia tributaria con el propósito de neutralizar la decisión del a quo (fs. 130 y 140 vta.), es absolutamente novedoso en el proceso, pues fue introducida por primera vez en esta instancia extraordinaria, extemporáneamente, resultando improcedente para habilitar la vía recursiva a los fines de efectuar una impugnación idónea (causas L. 85.509, sent. del 15-V-2006; L. 84.142, sent. del 28-XII-2005; L. 87.438 y L. 89.640, ambas sents. del 19-IX-2007).

Obsérvese que nada señaló al respecto el representante estatal en tiempo oportuno, esto es, al contestar los traslados conferidos de las dos excepciones de prescripción opuestas por la parte demandada, en tanto éstas fueron planteadas en forma separada y con distintos fundamentos por el presidente de la firma (fs. 64/67) y por los codemandados miembros del directorio (fs. 85/90).

Tales presentaciones contienen una descripción del procedimiento administrativo previo a este proceso y, en lo sustancial, un párrafo que textualmente dice: "Con lo expuesto queda absoluta e indubitablemente probado que los períodos reclamados no están prescriptos, ya que conforme el art. 133 inc. 3 del Código Fiscal, el plazo de cinco años de prescripción liberatoria, citado por la ejecutada se encontraba, durante el proceso administrativo citado, suspendido" (ver último párrafo del punto II de la presentación de fs. 64/67 y del punto III de la presentación de 85/90).

Resulta indudable que el representante fiscal omitió el tempestivo confronte de los argumentos jurídicos planteados por la parte demandada para oponerse al progreso de la acción.

Ahora bien, sólo ante el resultado del fallo de la Cámara, adverso a sus intereses, pretende el impugnante introducir una pretensión que nunca fue puesta a consideración del sentenciante de grado. Por ello, deviene insusceptible de ser evaluada en esta instancia extraordinaria.

2. El resto de los argumentos ensayados por el recurrente carecen de entidad para desvirtuar la decisión impugnada (art. 279, C.P.C.C.), en tanto se limitan a exhibir una mera discrepancia con el criterio del juzgador.

Tampoco denuncian la presencia de absurdo en la definición de una cuestión de hecho y, mucho menos, de error en el razonamiento que aquél siguió al fijar la forma en que habría de computarse la prescripción liberatoria que juzgó operada. 

Recuérdese que la determinación del punto de partida del plazo de prescripción y su cómputo, constituye una cuestión de hecho ajena a la competencia de este Tribunal, salvo denuncia y cabal demostración de la existencia de absurdo (causas Ac. 43.522, sent. del 21-V-1991; Ac. 49.681, sent. del 2-XI-1993; Ac. 52.032, sent. del 6-XII-1994; Ac. 51.708, sent. del 20-II-1996; Ac. 57.721, sent. del 17-VI-1997; Ac. 61.898 sent. del 31-III-1998; Ac. 73.649, sent. del 12-IV-2000; Ac. 68.355, sent. del 28-II-2001; Ac. 80.193, sent. del 23-IV-2003; Ac. 79.404, sent. del 8-IX-2004; Ac. 92.457, sent. del 22-VIII-2007; C. 92.244, sent. del 28-V-2008; C. 97.793, sent. del 17-XII-2008; C. 95.084, sent. del 3-VI-2009; C. 99.817, sent. del 2-XII-2009), circunstancias que, se apuntó, no han sido idóneamente alegadas.

Por lo demás, esta Corte ha dicho que para que el recurso de inaplicabilidad de ley cumpla con la misión que le asigna el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial, es decir, demostrar la existencia de violación o error en la aplicación de la ley, los argumentos que en él se formulen deben referirse directa y concretamente a los conceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Esa función no es actuada con la sola invocación o pretendida subsunción de los hechos o elementos de la causa en determinadas normas legales si en esa operación se sustrae, en todo o en parte, la réplica adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento judicial impugnado contiene (Ac. 84.050, sent. del 22-III-2006 y sus citas).

En la especie, la Cámara entendió que, habiéndose deducido la acción el 1-III-2005, y aún teniendo en cuenta la suspensión del transcurso de la prescripción por un año con fundamento en el art. 3986 —segundo párrafo— del Código Civil, los períodos reclamados se encontraban prescriptos. Tal conclusión, vale decir, la referida a la aplicación de la segunda parte del art. 3986 del Código Civil (suspensión de la prescripción) y no del art. 3980 del mismo cuerpo normativo (interrupción de la prescripción), no ha sido cuestionada por el recurrente.

3. No se encuentra configurada la violación de la doctrina legal denunciada como causal para la procedencia de la vía extraordinaria intentada.

La doctrina legal a que se refiere el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial es la que fluye de los pronunciamientos de esta Suprema Corte y no de los fallos de otros tribunales o la doctrina de los autores (causas L. 54.934, sent. del 7-III-1995; Ac. 75.633, sent. del 12-VII-2000; L. 87.284, sent. del 22-XII-2004; A. 68.808, sent. del 20-VI-2007; L. 94.068, sent. del 3-XII-2008; entre muchas otras).

Es que la violación a la doctrina legal que invalida un acto jurisdiccional se configura cuando el Tribunal ha determinado la interpretación de las normas legales que rigen la relación sustancial debatida en una determinada controversia y el fallo impugnado la transgrede, precisamente, en un caso similar (doct. causa A. 68.826, sent. del 5-XII-2008; A. 69.210, sent. del 26-VIII-2009).

Tales presupuestos no han sido demostrados en autos pues el recurrente invoca, en sustento de su pretensión recursiva, la doctrina de este Tribunal emanada —entre otras— de la causa Ac. 81.520, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de revisión en autos: ‘El Rincón de Torres s/Concurso´" (sent. del 5-XI-2003), que —por mayoría— afirmaba que la legislación tributaria provincial pertenece al ámbito del derecho público que las provincias no han delegado.

Mas, esa doctrina, en la actualidad, no reviste el carácter de doctrina legal de este Tribunal, en tanto, por mayoría, el cuerpo jurisdiccional que integro ha cambiado radicalmente de postura en la causa C. 81.253, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de revisión en autos: ‘Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada. Concurso preventivo’" (sent. del 30-V-2007, v. también C. 82.282, C. 84.445, C. 84.976 y C. 87.124, todos de la misma fecha).

Toda vez que lo que se cuestiona en autos es si, la materia de prescripción de las obligaciones tributarias, debe regirse por el régimen de derecho público local o las normas contenidas en el Código Civil, considero, de un lado, que la mentada doctrina legal es aplicable a la cuestión aquí planteada y, del otro, que la alzada resolvió el tema en absoluta concordancia con ella.

En efecto, los fundamentos del fallo dictado por esta Corte remiten a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re "Recurso de hecho deducido por Abel Alexis Latendorf (síndico) en la causa Filcrosa S.A. s/quiebra. Incidente de verificación de Municipalidad de Avellaneda" (sent. de fecha 30-IX-2003, ratificado luego in re M.377.XXXVII, "Municipalidad de Resistencia c/Lubricom S.R.L. s/Apelación Fiscal", sent. del 8-IX-2009).

Dijo el doctor Soria en su voto que hizo mayoría en la causa C. 81.253: "En su sentencia, el alto tribunal federal, ratificando precedentes (Fallos 175:300; 176:115; 193:157; 203:274; 284:319; 285:209; 320:1344; cfr. considerando 5), puntualizó que las normas provinciales que reglamentaban la prescripción en forma contraria a lo dispuesto en el Código Civil eran inválidas, afirmando que el mentado instituto no es propio del derecho público local y encuadra en la cláusula del art. 75 inc. 12 de la Constitución nacional. De allí que el poder de instaurar un régimen destinado a comprender la generalidad de las acciones susceptibles de extinguirse por esa vía sea materia confiada al legislador nacional (considerando 6)".

"Ponderó que la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores correspondía a la ley de fondo, estando vedado a las provincias —y a los municipios— dictar reglas incompatibles con las consagradas por los Códigos de fondo, ya que, al haber conferido a la Nación la potestad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que las contradigan (doctrina de Fallos: 176:115; 226:727; 235:571; 275:254; 311:1795; 320:1344; considerando 9)".

"Si bien tuvo presente que la potestad fiscal que asiste a las provincias es una de las bases sobre las que se sustenta su autonomía —inconcebible si no pudieran éstas contar con los medios materiales que les permitieran autoabastecerse— el límite a esas facultades viene dado por la exigencia de que la legislación dictada en su consecuencia no restrinja derechos acordados por normas de carácter nacional, mediante las que se establece en todo el país un régimen único de extinción de las obligaciones (considerandos 11 y 14)".

Esta Corte, en el fallo analizado, y por los motivos reseñados, confirmó la declaración de inconstitucionalidad que había decretado la cámara pertinente del art. 119 del Código Fiscal (t.o. 1999; 132, t.o. 2004; 158, t.o. 2011) que refiere los plazos requeridos para que la prescripción opere.

Aclaro que, en la causa C. 81.253, no suscribí la postura mayoritaria antes señalada ya que mi posición resultó, a la postre, minoritaria. Sin embargo, constituyendo la mencionada mayoría doctrina legal de este Tribunal, y dejando a salvo mi opinión, entiendo que la aplicación de la misma resulta obligatoria en estos actuados (art. 279 inc. 1, C.P.C.C.; voto del doctor de Lázzari en la causa C. 99.094, sentencia del 14-VII-2010, al que adherí y he reproducido en la presente en lo pertinente).

En la causa que ahora nos ocupa, la conclusión del a quo de declarar prescripta la acción de apremio intentada, reprochando la interpretación efectuada por el juez de grado respecto de las normas del Código Civil que regulan la suspensión e interrupción de la prescripción de las obligaciones tributarias y su consecuente aplicación al supuesto de autos, resulta adecuada a la doctrina que emana del pronunciamiento de la Corte nacional y que fuera explicitada.

Ello así, pues los argumentos vertidos para fundamentar la decisión, alcanzan a todo lo relativo al instituto de la prescripción, como una de las formas de extinción de las obligaciones (causa C. 94.094, citada).

4. Concluyo que el escrito en el que se interpone y funda el remedio procesal en estudio no constituye una réplica adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento judicial contiene (doct. C. 90.372, sent. del 14-II-2007). Ello así, pues la crítica formulada por la recurrente no logra conmover el razonamiento exteriorizado en la sentencia impugnada.

IV. Por los fundamentos expuestos, corresponde rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal interpuesto y confirmar el fallo atacado.

Costas al recurrente vencido (arts. 289 in fine, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

El doctor Negri dijo:

I. Adhiero a la relación de antecedentes y al desarrollo argumental brindado en el punto IV, aps. 1, 2, y 4 del voto precedente.

II. En lo que hace agravio vinculado con la violación de la doctrina legal denunciada, también coincido con mi colega preopinante en su desestimación, ello en lo que resulta concordante con lo que expusiera al emitir opinión en precedentes en los que se debatieron cuestiones similares a la presente, a los que por razones de brevedad me remito (conf. mi voto en causas C. 82.405, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires", sent. del 23-XII-2002; C. 84.976 y C. 81.253, ambas sents. del 30-V-2007; C. 99.094, sent. del 14-VII-2010, entre otras).

Con el alcance indicado, doy mi voto también por la negativa.

La doctora Kogan dijo:

He de adherir al relato de antecedentes, desarrollo argumental y solución propuesta por el colega que inicia el Acuerdo. Sólo cabe aclarar que suscribí la doctrina legal (C. 81.253, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires. Incidente de revisión en autos: ‘Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada. Concurso preventivo’", sent. del 30-V-2007; entre muchas otras) citada por el doctor Pettigiani en el punto 3 de su voto.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. Adhiero a la relación de antecedentes y al punto IV.1. del voto del ponente, en cuanto al plazo de prescripción aplicable.

2. Sin embargo, en cuanto a las demás cuestiones planteadas, vinculadas a los supuestos de suspensión e interrupción de la prescripción, si bien he de compartir la solución propuesta, me aparto de sus fundamentos.

En dicho aspecto, el recurso extraordinario es insuficiente (art. 279 del C.P.C.C.).

Sin perjuicio de la discusión entablada en torno al plazo aplicable, resuelta por las instancias de grado a favor de lo previsto por el art. 4027 inc. 3° del Código Civil, el caso giraba también en torno a lo dispuesto por el art. 133 del Código Fiscal (t.o. 2004; actual art. 159, conf. t.o. Res. 39/11) en punto a la determinación del dies a quo de la prescripción y respecto de los supuestos de suspensión e interrupción de la prescripción.

Consecuentemente -tal como lo destacara en las causas C. 99.094, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/Fadra S.R.L.", sent. de 14-VII-2010 y A. 69.340, "Fisco de la Provincia c/Manuel Ángel Mato y cía. S.H.", sent. de 16-V-2012- la decisión del a quo conlleva, indudablemente, una extensión de la doctrina que emerge de Fallos 326:3899 (causa "Filcrosa", sent. de 30-IX-2003) pues el confronte ya no se realiza con el art. 4027 inc. 3°, sino con otras normas del Código Civil.

Empero, el recurso deducido nada dice sobre el punto. Se limita a reseñar la doctrina de esta Suprema Corte anterior al cambio producido, por mayoría, en la causa C. 81.253, "Fisco de la Provincia de Buenos Aires s. Incidente de revisión en autos Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada. Concurso Preventivo", sent. de 30-V-2007 (entre otros) y manifestar su desacuerdo con lo decidido por la Corte Suprema en "Filcrosa", sin abordar, en momento alguno, la cuestión vinculada a si la doctrina allí sentada puede válidamente ser extendida a los supuestos de inicio o interrupción del curso de la prescripción, ante la discordancia entre la norma local y la nacional.

De tal modo el impugnante se ha desentendido de un argumento central del fallo, discurriendo en paralelo y evidenciando una mera disconformidad con lo decidido. Mas ello no basta para dar por satisfecha la carga técnica de apropiada refutación que pesa sobre el recurrente, en tanto éste ha obviado controvertir siquiera mínimamente los pilares sobre los que se asienta la solución puesta en entredicho, tornando completamente ineficaz su intento recursivo.

En vía extraordinaria, la réplica concreta, directa y eficaz de los fundamentos esenciales del fallo comporta un requisito de ineludible cumplimiento para el impugnante. Va de suyo, entonces, que la insuficiencia recursiva deja incólume la decisión controvertida; déficit que, en la especie, resulta de la falta de cuestionamiento idóneo de los conceptos o fundamentos sobre los que —al margen de su acierto o error— se asienta el fallo del tribunal inferior (doct. Ac. 73.447, sent. de 3-V-2000, Ac. 75.204, sent. de 20-VI-2001; Ac. 81.965, sent. de 19-III-2003, entre otras).

Por las razones expuestas, atento el incumplimiento de las cargas técnicas establecidas por el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial, no habiéndose demostrado la infracción normativa denunciada, considero que el recurso debe ser rechazado.

Costas al recurrente vencido (art. 289 in fine, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

El doctor Hitters por los fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la segunda cuestión también por la negativa.

El doctor Genoud dijo:

Adhiero a la solución que propone el señor Juez doctor Pettigiani, sobre la base de los fundamentos que tuviera oportunidad de expresar al sentenciar la causa C. 99.094, "Fadra S.R.L." del 4-VII-2010, y en cuanto con ello resulte concordante.

Con el alcance indicado, voto por la negativa.

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se declara que el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto ha sido bien concedido y, por mayoría, se lo rechaza. Costas al vencido (arts. 289, C.P.C.C.). Regístrese, notifíquese y devuélvase.— Héctor Negri.— Daniel F. Soria.— Juan C. Hitters.— Luis E. Genoud.— Hilda Kogan.— Eduardo J. Pettigiani. 
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